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art. 13 del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril, so-
bre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004, 
de 11 de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica 
de la Consejería de Gobernación, resulta competente para la 
resolución del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación.

De acuerdo con la Orden de la Consejería de Gobernación 
de 30 de junio de 2004, dicha competencia se encuentra dele-
gada en el Secretario General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. En relación con la alegación referente al seguro 
de responsabilidad, se ha de señalar, en primer lugar que en la 
fecha de la denuncia (13.3.2005) el establecimiento que nos 
ocupa debería de haber dispuesto de un seguro de responsa-
bilidad civil en los términos previstos en la Ley 13/1999, de 15 
de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recrea-
tivas de Andalucía –en la redacción dada por la Ley 10/2002, 
de 21 de diciembre, tal y como se indicaba en el requerimiento 
de 28.3.2005– (art. 14.c) en relación con la Disposición tran-
sitoria primera: para casos de lesiones y muerte de los espec-
tadores y asistentes a los espectáculos públicos y actividades 
recreativas, los titulares de los establecimientos públicos de-
berán suscribir un contrato de seguro de responsabilidad civil 
con una cobertura mínima de 150.253,03 euros en caso de 
muerte, y hasta un tope acumulado de 1.202.024,41 euros 
para tal contingencia en el supuesto de que fuesen dos o más 
personas las afectadas en un mismo siniestro). En segundo 
lugar, del examen del contrato de seguro aportado por la re-
currente a través del recurso (Sabadell Grup Asegurador), sin 
entrar en otras consideraciones, se advierte que si bien estaba 
vigente en el momento de la denuncia (desde 3.2.2005 hasta 
3.2.2006), las cantidades no respondían a los límites previstos 
en la normativa (responsabilidad civil: 160.177,24 euros).

Consecuentemente, se aprecia la existencia de una infrac-
ción a lo dispuesto en los preceptos anteriormente señalados, 
debidamente tipificada como falta muy grave en el art. 19.12 
de la Ley 13/1999.

No obstante, en este supuesto es preciso tener en cuenta 
una serie de circunstancias. En primer lugar, la novedad 
que en el sector supuso la obligación, impuesta por la Ley 
13/1999, de contar con un específico seguro de responsabili-
dad civil que cubriera las eventuales lesiones y muerte de los 
espectadores y público asistentes a los espectáculos públicos 
y actividades recreativas. En segundo lugar, las reticencias pre-
sentadas por las entidades aseguradoras para la obtención del 
citado seguro. En tercer lugar, las modificaciones y desarrollo 
que respecto a esta cuestión ha sufrido la normativa hasta lle-
gar al actualmente vigente Decreto 109/2005, de 26 de abril, 
norma esta última que fija la cuantía de las sumas aseguradas 
en función del tipo de establecimiento y del aforo –al contra-
rio que la Ley 13/1999, que establecía unas únicas sumas 
aseguradas para cualquier tipo de establecimiento y con inde-
pendencia de su aforo–, resultando de ello, generalmente, una 
situación más favorable para los establecimientos como el que 
nos ocupa (pub) a la hora de contratar el seguro. En cuarto 
lugar, que el fin último de la citada Ley 13/1999, es que los 
establecimientos públicos que estén activos cuenten con un 
seguro de responsabilidad civil, seguro que se conforma como 
un instrumento más de protección de los intereses de los asis-
tentes y espectadores.

En el presente supuesto, parece apreciarse que la recu-
rrente ya no explota el establecimiento (tal y como se des-
prende de la declaración censal de baja del Ministerio de 
Economía y Hacienda y de la solicitud de un seguro de res-
ponsabilidad civil a cargo de otro titular); contaba con un mí-
nimo seguro en el momento de la denuncia; la nueva titular 
estaba en disposición de obtener un seguro adecuado (cues-
tión dada por válida por la propia Delegación del Gobierno –le-
vantamiento de medida cautelar–), y por último, los hechos 
sucedieron con anterioridad a la entrada el vigor del citado 

Decreto 109/2005 (norma que viene a desarrollar y precisar la 
cuestión que nos ocupa).

Pues bien, el conjunto de dichas circunstancias aconseja 
estimar el recurso, en tanto en cuanto, en definitiva, los inte-
reses de los usuarios ya no se encuentran amenazados por el 
recurrente.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación

R E S U E L V O

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Carlos 
Enrique Conte Rey, revocando la resolución del Ilmo. Sr. Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva, de fe-
cha 18 de julio de 2005, recaída en el expediente sancionador 
núm. H-65/05-EP (S.L.2005/55/2380).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
El Secretario General Técnico (por Decreto 199/2004), el Di-
rector General de Espectáculos Públicos y Juego. Fdo: José 
Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 28 de agosto de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 28 de agosto de 2007, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada interpuesto por don Antonio José Toscano More-
no, en nombre y representación de La Gorgoja Noel, S.L., 
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de Cór-
doba, recaída en el expediente S-CO-000012-05.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Antonio José Toscano Moreno, en nombre y representación de 
La Gorgoja Noel, S.L., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Córdoba, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 11 de junio de 2007.

Visto el recurso interpuesto y con fundamento en los si-
guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 4 de agosto de 2005 el Ilmo. Sr. 
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba 
(P.S. Resolución de 11 de julio de 2005, el Delegado Provincial 
de Justicia y Administración Pública), dictó una resolución por 
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la que se impuso a la entidad recurrente una sanción por un 
importe de 30.050,61 euros, al considerarla responsable de 
una infracción a lo dispuesto en los arts. 2.1, 6.1 y 9.1 de la 
Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas. Dicha infracción fue tipificada como 
falta muy grave de acuerdo con lo dispuesto en el art. 19.5 
de la citada Ley 13/1999 (la celebración de un espectáculo 
o ejercicio de una actividad recreativa quebrantando la sus-
pensión o prohibición previamente decretada por la autoridad 
competente).

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que el establecimiento denominado “Changó” 
(antes Sala Toscana), sito en el núm. 21 de la Avda. de Chi-
nales, de la ciudad de Córdoba, y cuya titularidad se atribuyó 
a la entidad recurrente, se encontraba abierto al público ejer-
ciéndose actividad recreativa, al menos, con fechas 7, 13 y 
21 de noviembre y 18 de diciembre de 2004, pese a que con 
fecha 16 de diciembre de 2003 fuese dictada resolución del 
Sr. Presidente de la Gerencia Municipal de Urbanismo, por la 
que se acordaba, entre otros pronunciamientos, la suspensión 
inmediata de la actividad desarrollada en el mismo, por care-
cer de Licencia Municipal de Apertura para la actividad que se 
desarrolla, o exceder de la concedida y no haber subsanado 
deficiencias.

Segundo. Contra la citada resolución la entidad intere-
sada, a través de don Antonio José Toscano Moreno, interpuso 
un recurso de alzada cuyas alegaciones, por constar en el ex-
pediente, se dan por reproducidas.

Tercero. No obstante, al comprobarse a través de la copia 
de la escritura de nombramiento de órgano de administración 
–aportada por el recurso–, que este necesitaba la firma man-
comunada de dos de los tres administradores de la sociedad, 
se consideró que dicha circunstancia equivalía a la falta de 
firma, requisito indispensable para interponer un recurso, 
a tenor de lo dispuesto en el art. 110.1, en relación con el 
art. 70.1, ambos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Consecuentemente, con fecha 2.10.2006, se procedió a 
realizarse un requerimiento para que en el plazo de diez días 
hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación, 
se procediera a la firma del recurso en la forma prevista en 
la correspondiente escritura, debiéndose indicar el nombre, 
apellidos y número del Documento Nacional de Identidad –o 
documento equivalente– de la persona que lo firma. Al mismo 
tiempo se le advertía de que si así no lo hiciera, se le tendría 
por desistido de su recurso. Todo ello de acuerdo con lo pre-
visto en el art. 71.1 de la Ley 30/1992.

Dicho recurso se intentó notificar a través del Servicio de 
Correos y Telégrafos en la dirección que, precisamente, el re-
presentante de la recurrente indicaba en su recurso (Antonio 
José Toscano Moreno, La Gorgoja Noel, S.L., Doce de Octu-
bre, núm. 13, 4.º B, 14001, Córdoba), siendo devuelto tras un 
intento de notificación realizado el día 6.10.2006, por “desco-
nocido”.

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 59.5 de la Ley 
30/1992, se procedió a la publicación del requirimiento en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 248, de 27 de di-
ciembre de 2006. Igualmente se publicó en el tablón de edic-
tos del Excmo. Ayuntamiento de Córdoba (entre el 28.12.2006 
y 16.1.2007), requerimiento este último que, pese a no ad-
juntarse al mismo el recurso interpuesto, como indicaba su 
literalidad, venía a poner en evidencia el defecto indicado, la 
necesidad de subsanarlo y una dirección a la que dirigirse, 
permitiendo con ello la finalidad perseguida.

Todo ello sin que hasta la fecha obre en el expediente 
contestación alguna al respecto.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, el art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del 
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma, el 
Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre rees-
tructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de 
mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica de la Con-
sejería de Gobernación, resulta competente para la resolución 
del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Consejera de 
Gobernación.

De acuerdo con la Orden de la Consejería de Gobernación 
de 30 de junio de 2004, dicha competencia se encuentra dele-
gada en el Secretario General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. El art. 110.1.a) de la Ley 30/1992 señala que 
la interposición del recurso deberá expresar el “nombre y ape-
llidos del recurrente, así como la identificación personal del 
mismo”.

El art. 110.1.c) de la Ley 30/1992 señala que la interpo-
sición del recurso deberá expresar el “lugar, fecha, firma del 
recurrente (...)”. 

El art. 70.1 señala que las solicitudes deberán contener 
el “Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la per-
sona que lo represente”.

El art. 32.3 indica que para entablar recursos en nombre 
de otra persona deberá acreditarse la representación por cual-
quier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna, 
o mediante declaración en comparecencia personal del inte-
resado.

El art. 71.1 de la Ley 30/1992, señala:
“Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que 

señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por la 
legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para 
que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no 
lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa re-
solución que deberá ser dictada en los términos previstos en 
el artículo 42.”

El art. 42.1 dispone:
“(...) En los casos de prescripción, renuncia del derecho, 

caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, 
así como la desaparición sobrevenida del objeto del proce-
dimiento, la resolución consistirá en la declaración de la cir-
cunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los 
hechos producidos y las normas aplicables. (...)”

Por último, el art. 87.1 señala:
“Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desisti-

miento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud (...), 
y la declaración de caducidad.”

Tercero. En la escritura pública presentada por don An-
tonio José Toscano Moreno para acreditar su representación 
con respecto a la entidad interesada “La Gorgoja Noel, S.L.”, 
(escritura de aceptación de dimisión y nombramiento de ór-
gano de administración, de la citada entidad, núm. 2468, co-
rrespondiente a la Notaría de don Antonio Palacios Duque, de 
fecha 6 de julio de 2005), se señala en su disposición tercera 
que “se confiere la Administración de la Sociedad a un Órgano 
pluripersonal no colegiado, encomendando dicha Administra-
ción a los administradores conjuntos.

Quedan designados administradores mancomunados 
de la Sociedad por tiempo indefinido que actuarán conjunta-
mente con la firma de dos cualesquiera de ellos, don Ricardo 
(...), don Antonio José Toscano Moreno y don Juan (...)”.

Cuarto. Al comprobarse que el escrito de interposición del 
recurso de alzada sólo contenía los datos y la firma de uno de 
los administradores (don Antonio José Toscano Moreno), se le 
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hizo un requerimiento (notificado de acuerdo con el antece-
dente tercero) para que subsanara tal defecto (firmando otro 
de los dos administradores). Transcurrido el plazo otorgado 
(10 días hábiles, contados a partir del día siguiente a la no-
tificación) sin que hasta el momento se tenga constancia de 
actuación alguna en dicho sentido requerido, se le tiene por 
desistido de su petición.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación

R E S U E L V O
Ordenar el archivo, por desistimiento –al faltar la firma y 

los datos de otro administrador conjunto– del recurso de al-
zada interpuesto por don Antonio José Toscano Moreno, en 
nombre y representación de la entidad denominada “La Gor-
goja Noel, S.L.”, contra la resolución del Ilmo. Sr. Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba, de fecha 4 de 
agosto de 2005, recaída en el expediente sancionador núm. 
12/2005-EP (S.L. 2005/55/2384).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. El 
Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 28 de agosto de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 28 de agosto de 2007, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada interpuesto por don Carmelo Toro Toro, en nom-
bre y representación de Casa Rociera El Frenazo, S.L.L., 
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de 
Huelva, recaída en el expediente 21-000071-06-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a 
don Carmelo Toro Toro, en nombre y representación de Casa 
Rociera El Frenazo, S.L.L., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Huelva, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 12 de junio de 2007.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Huelva dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 2.600 €, tras la tramitación del 

correspondiente expediente, por no exponer cartel de hojas de 
reclamaciones.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

Ratificarse en los escritos de alegaciones presentados en 
su día en tiempo y forma.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de ju-
nio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a 
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. La actividad infractora ha quedado suficiente-
mente probada con las actuaciones practicadas, en los tér-
minos y circunstancias expuestos en el expediente, no siendo 
desvirtuada por el interesado, quien no ha aportado conside-
raciones fácticas o jurídicas relevantes que pudieran modificar 
la calificación de los hechos o alterar su valoración.

La línea jurisprudencial mantenida por el Tribunal Su-
premo, referida a la vía jurisdiccional (recurso contencioso-
administrativo), sería plenamente aplicable a la fase de recurso 
administrativo (recurso de alzada) en supuestos en que, como 
ocurre en el presente, la resolución recurrida da una exhaus-
tiva respuesta a cada una de las argumentaciones vertidas en 
fase procedimental, limitándose el recurrente a reproducir en 
el presente recurso de alzada las alegaciones y argumentos re-
batidos suficiente y adecuadamente en la resolución recurrida, 
sin tratar de impugnar su fundamentación. 

De ahí que, en tales circunstancias, baste con hacer pro-
pias, como aquí hacemos, las argumentaciones no desvirtua-
das de la resolución recurrida para desestimar sólo basándose 
en ellas el presente recurso de alzada, conservando, por tanto, 
todo su vigor argumental.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Carmelo 
Toro Toro, en representación de Casa Rociera El Frenazo, S.L.L., 
contra la resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Huelva, de fecha referenciada, en consecuencia 
mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 


